
 

  
 
AUDIENCIA NACIONAL 
Sala de lo Penal 
Sección Primera 
 
 

Rollo de Sala 6/2010 
Procedimiento abreviado 229/2009 
Juzgado Central de Instrucción n. 6 

 
 
Presidente: 
Dª. Manuela Fernández Prado 
Magistrados: 
D. Nicolás Poveda Peñas 
D. Ramón Sáez Valcárcel (ponente) 
 
 
 
 
 
 
 
 

SENTENCIA Nº 77/2010 
 
 
 En Madrid a 10 de diciembre de 2010. 
 
 Este Tribunal ha visto en juicio oral y público la causa referenciada, 
seguida por delito de enaltecimiento del terrorismo. 
 
 Han sido partes, por un lado el Ministerio Fiscal, representado por D. 
Miguel Ángel Carballo Cuervo. 
 
 Como acusados comparecieron Dª. Izaskun Goñi Juárez (nacida en 
Pamplona el 20.7.1987, hija de Patxi y de María Paz) y D. Daniel Burgos 
Monreal (nacido en Pamplona el 8.7.1975, hijo de Segundo y de María Teresa), 
que fueron asistidos por la letrada Dª. Amaia Izko. 
 
 

 
I.- ANTECEDENTES DE HECHO 
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 1.- Por auto de fecha 7.4.2010 se acordó la apertura del juicio oral contra 
los acusados Goñi y Burgos. El procedimiento abreviado se elevó a la Sala el 
30.6.2010. El juicio se ha celebrado el pasado 6 de diciembre. 
 
 Los acusados se encuentran en libertad. 
 
 
 2.- El Ministerio Fiscal calificó los hechos como constitutivos de un delito 
de enaltecimiento del terrorismo del art. 578 del código penal; alternativamente 
propuso la calificación de desobediencia grave del art. 556 Cp. Solicitó se 
condenara a los dos acusados como autores de dicho delito a las penas de un año 
de prisión, ocho años de inhabilitación absoluta y pago de las costas. 
 
 La defensa solicitó la absolución. 
  
 
 

II.- HECHOS PROBADOS 
 
 
 1.- Siguiendo instrucciones de la Fiscalía de la Audiencia Nacional, 
miembros del Cuerpo Nacional de Policía inspeccionaron varias tabernas de 
Pamplona para proceder a la retirada de fotografías de personas presas en 
relación con delitos de terrorismo.  
 
 
 2.- El 3 de agosto de 2009 dos agentes accedieron al bar Zurgai, en la 
avenida Villava, y comprobaron que colgaban de la pared del establecimiento, 
detrás de la barra, montajes fotográficos con la imagen de dieciséis personas 
condenadas o perseguidas penalmente por pertenencia a la banda terrorista Eta, 
todos ellos vecinos del barrio de la Chantrea -en cuyo pie figuraban su nombre y 
apellidos, la prisión en la que se hallaban y la distancia física hasta ella. 
Además, observaron una pegatina con los rostros de otros presos que estaba 
adherida a la máquina de tabaco. Los policías requirieron a la camarera Dª. 
Izaskun Goñi Juárez para que las retirara. Ella les respondió que era una 
empleada, que no tenía capacidad de decisión sobre los objetos decorativos del 
bar y que se lo comunicaría al encargado, pero les invitó a que procedieran ellos 
mismos a la recogida de las fotografías. Los agentes se limitaron a levantar acta 
del requerimiento, y la Sra. Goñi se negó a firmarla al no recogerse su condición 
de camarera.  
 
 Junto a las fotografías enmarcadas había un cartel impreso que 
denunciaba la política de dispersión y llamaba a escribir a los presos como 
medio de “romper” el aislamiento. 
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 3.- Esa misma tarde, el encargado del bar D. Daniel Burgos Monreal, 
presidente de la asociación Zurgai Kultur Elkartea que era la entidad titular de la 
explotación, procedió a retirar las fotografías. Posteriormente, y durante varias 
semanas, colocó en la pared siluetas de rostros en negro para recordar la retirada 
obligada de las fotografías. 
 
 

IV.- FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
 
 1.- Prueba de los hechos. 
 
 
 La afirmación de ese relato fáctico no plantea problemas, ya que la 
defensa los ha admitido. Resultan de la declaración de los acusados, de la 
testifical del agente 80.467 y del Comisario jefe de información. Además, el 
testigo Sr. Redín, miembro de la asociación de familiares de presos, dio noticia 
de sus campañas en contra de la política de dispersión penitenciaria mediante la 
colocación de imágenes de los suyos.  
 
 El agente que inspeccionó la taberna manifestó -según había dicho la 
acusada- que la Sra. Goñi era la camarera, que no se negó a retirar las fotos sino 
que les respondió que no podía hacerlo y que las recogieran ellos. Según 
declaró, las fotos fueron retiradas posteriormente, lo que corrobora la 
declaración del acusado Sr. Burgos que, una vez informado de la presencia 
policial y del requerimiento, las quitó de la pared. También, unos y otros, 
contaron que en su lugar se exhibieron durante varias semanas unas siluetas 
estándar de figuras humanas. 
 
 Las fotografías aportadas por la defensa dan cuenta de las imágenes de los 
presos, que debidamente enmarcadas colgaban en las paredes del bar. Un 
reportaje hecho por la policía en una segunda visita, ya retiradas las fotos, 
permite conocer el cartel que denunciaba la política de dispersión e invitaba a 
los parroquianos a escribir a los presos, también la máquina de tabaco y las 
múltiples pegatinas que llevaba adherida a su superficie. 
 
 También son coincidentes las pruebas aportadas por ambas partes sobre el 
embargo de la taberna y la administración judicial (ver informe a las páginas 82 
y siguientes).  
 
 Consta la hoja de vida laboral de la Sra. Goñi, entonces de alta en 
seguridad social como empleada de la empresa propietaria del negocio. 
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 2.- Irrelevancia penal de la conducta. 
 
 
 2.1.- Enaltecimiento 
 
 
 Los comportamientos descritos en el art. 578 del Código penal como 
enaltecimiento o justificación de los delitos de terrorismo o de las personas que 
hubieran participado en su ejecución son una especie de la apología, aunque la 
definición típica no la mencione. La figura del primer inciso, que se considera 
aplicable al caso por el Fiscal, coincide con el concepto que “a los efectos de 
este código” proporciona el art. 18 Cp: la exposición ante una concurrencia de 
personas o por cualquier medio de difusión, de ideas o doctrinas que ensalcen el 
crimen o enaltezcan a su autor. La conducta (exposición de ideas o doctrinas), el 
medio (con publicidad) y el objeto de la acción (ensalzamiento o alabanza del 
crimen y de sus responsables) son idénticos en ambos tipos. 
 

Para interpretar el tipo que nos ocupa ha de acudirse, por un lado, a la 
definición genérica de la conducta apologética, que requiere, según dijimos, de 
la exposición de ideas o doctrinas que enaltezcan, ensalcen o justifiquen el 
hecho o a sus autores y partícipes. Por otro, como no podía ser de otra manera, 
es preciso anotar las restricciones a la punición de la apología que se derivan 
necesariamente del respeto a la libertad ideológica, enunciada en el art. 16.1 de 
la Constitución, y a la libre expresión de ideas y opiniones, de su art. 20.1, lo 
que pide una interpretación estricta del tipo. Y ello para intentar distinguir la 
lícita apología de la ideología de la ilícita apología del crimen y de sus 
responsables penales, en los términos que proponía la STs 5125/1994, de 4 de 
julio –“la limitación del contenido del tipo se debe llevar a cabo a través de la 
distinción entre la motivación ideológica y ejecución delictiva de la misma; la 
apología de la ideología, por lo tanto, no debe ser entendida necesariamente 
como una apología de la realización desviada de los fines postulados por la 
ideología. El delito de apología no pretende prohibir manifestaciones 
ideológicas, pues en tal caso sería contrario al art. 20 CE, sino la aprobación 
de comportamientos delictivos”- doctrina que recogió la exposición de motivos 
de la ley orgánica 7/2000, que introdujo la apología del terrorismo en el código 
penal.  
 
 La STs 224/2010, de 3 de marzo, que casó la dictada por la sección 4ª de 
esta Sala y absolvió a la alcaldesa de Hernani del delito de enaltecimiento, ha 
ofrecido pautas para delimitar el ámbito del injusto, precisamente con la 
finalidad de respetar la libre expresión de ideas y la libertad ideológica. Para ello 
se debe someter el caso a un análisis crítico y examinar las frases o expresiones 
empleadas, la ocasión y el escenario en el que fueron pronunciadas. En el 
supuesto que abordaba aquella sentencia, la Sala entendió que el discurso de la 
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acusada no contenía alabanza o justificación del atentado cometido en el 
aeropuerto de Barajas en diciembre de 2006 ni de la presunta intervención de los 
detenidos, sino una “denuncia por las torturas que se dicen cometidas” y que 
“ la exteriorización de un cariño hacia ellos y de una cercanía personal…queda 
fuera del tipo penal” (Fj 5º).  
 
 La apología consiste en la representación del comportamiento delictivo 
como modelo de conducta. La exposición de ideas o doctrinas de alabanza o 
elogio, sin duda también en el supuesto de la justificación, exige de un 
desarrollo argumental. Es dudoso que la imagen del rostro de una o varias 
personas, ni siquiera de personajes emblemáticos, pueda sustituir a la idea o la 
doctrina, sin generar problemas de índole semiótico.  
 
 En el caso, la policía procedió a requerir la retirada de fotografías de 
presos y perseguidos que se exhibían en algunos locales y establecimientos. En 
las testificales practicadas en este juicio, y en los informes que constan en las 
diligencias, se da cuenta de la inspección que se llevó a cabo en cinco locales; en 
tres de ellos, el bar Basajaun, el bar Ipargorri-Kultur Elkartea y la Herriko-
taberna de la calle del Carmen, todos en Pamplona, los encargados entregaron 
las fotografías a requerimiento de los agentes, que las requisaron. Solo se 
iniciaron diligencias penales respecto a dos bares, el Zurgai, que nos ocupa, y la 
taberna Ezpala, porque los empleados no retiraron las imágenes en el momento 
de la visita policial. El bar Zurgai llevaba abierto desde 1996 y debió albergar en 
todo momento esa o similar decoración -tal y como manifestaron el acusado Sr. 
Burgos, el testigo Sr. Redín y el Comisario de información (con la retirada e 
incorporación de fotos, según la evolución penal o penitenciaria de los 
retratados).  
 

Este es un dato importante. Porque indica la tolerancia policial y penal de 
la que venimos respecto a ese tipo de decoración de espacios públicos, entre 
ellos ciertas tabernas, que se había consolidado como una forma de expresión de 
denuncia de las políticas penitenciarias. La percepción se ha transformado, de tal 
manera que esa simbología ha pasado a recibirse política y socialmente como 
una ofensa a las víctimas. La tolerancia ha dejado paso a la persecución de esas 
expresiones. Lo que explica que el bar Zurgai hubiera sido objeto de diversos 
registros policiales -algo que señaló el Comisario de información que 
compareció como testigo y aparecía en el informe por él elaborado sobre las 
Herriko-tabernas (“han sido profusamente investigadas y registradas en multitud 
de ocasiones”)-, incluso hubiera sido embargado cautelarmente y sometido a 
administración judicial en una causa penal, que se sigue en esta misma Sala, y ni 
los agentes que registraron e indagaron en el lugar ni el administrador judicial 
consideraran la conveniencia de retirar, o sugerir a la autoridad judicial la 
retirada, de aquella colección de fotografías de presos.  
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 Hacemos notar esos datos a los efectos de constatar el cambio de 
paradigma, de la tolerancia a la prohibición, en el mismo marco jurídico, ya que 
los tipos penales de enaltecimiento y justificación se introdujeron en el año 
2000. Circunstancia que ha de tener alguna influencia en la valoración crítica de 
la conducta objeto de juicio.  
 
 Las fotografías de los condenados o perseguidos por pertenencia o 
colaboración con la organización terrorista Eta llevaban un texto al pie con su 
identidad y la cárcel donde se hallaban. El cartel colgado en el bar denunciaba la 
política de dispersión penitenciaria aplicada a personas condenadas por delitos 
de terrorismo e invitaba a los clientes a escribir a los presos. Todo ello da 
sentido a la presencia de las fotos en aquel y otros locales: los familiares y 
vecinos les manifestaban su proximidad, incluso eran solidarios con su situación 
-presos preventivos, condenados o perseguidos por la justicia- y denunciaban el 
alejamiento de sus domicilios y la dispersión por centros penitenciarios. La 
presencia de la foto de una persona huída -según declaró el agente 80467- no 
altera el mensaje, pues el rebelde tiene a esos efectos la misma posición que el 
preso preventivo, es perseguido por el Estado a través de los órganos 
competentes del orden jurisdiccional penal. En cualquier caso, como enfatizó la 
STs 224/2010, antes citada, “la exteriorización de un cariño hacia ellos y de una 
cercanía personal queda fuera del tipo penal”.  
 
 No hay evidencia alguna de alabanza, elogio o ensalzamiento de los 
crímenes por los que habían sido condenadas o eran perseguidas las personas 
cuyo rostro aparecía en la imágenes -en realidad era una manipulación gráfica 
realizada a partir de sus fotografías-, ni tampoco de justificación de sus actos. El 
mensaje que se reconstruye a partir de la vinculación de las fotos con los textos 
del cartel es inequívoco: los presos están alejados y dispersos por los 
establecimientos penitenciarios del Estado, escríbeles una carta para romper el 
aislamiento. Incluso se podría identificar en el mensaje -compuesto de retratos y 
textos- sentimientos de proximidad personal y política con los presos y 
perseguidos penalmente, que no significa necesariamente enaltecer o justificar 
sus actos.  
 

Parece razonable sostener que una sociedad democrática, organizada 
sobre los valores de la libertad y el pluralismo político que enuncia el artículo 1 
de la Constitución, no puede sofocar, impedir o censurar todo tipo de mensajes 
de crítica o de disenso frente a las políticas penales y penitenciarias 
desarrolladas para acometer los crímenes más graves.  
 
 Como hemos dicho, este caso está unido en su origen al del bar Ezpala de 
Pamplona, también denunciado, que presenta connotaciones muy similares, si no 
idénticas. Fue juzgado por la sección 2ª de esta Sala que lo resolvió en la 
sentencia 47/2010, de 29 junio. La camarera del local fue la única acusada: se 
negó a retirar las fotografías diciendo que no era la responsable del 



    

 7 

establecimiento. No fue imputado -sin embargo y a diferencia de la acusación 
dirigida aquí contra el Sr. Burgos- el titular del establecimiento, quien, según los 
hechos probados, una vez que supo del requerimiento policial por la información 
de la camarera, quitó las fotografías. La sentencia absolvió a la camarera del 
delito de enaltecimiento, al entender que no podía ser considerada autor porque 
no tenía dominio funcional del hecho, y del delito de desobediencia, por no ser 
grave ni contumaz la negativa -se la condenó por una falta de desobediencia leve 
del art. 634 Cp. 
 
 Hay otros dos antecedentes que queremos mencionar en apoyo de nuestra 
lectura de la irrelevancia penal de esos hechos -siempre sobre reivindicaciones 
en relación a la situación de los presos por delitos de terrorismo-, que siguen la 
misma pauta establecida en la STs 224/2010. Una es la sentencia 51/2010, de 8 
octubre, dictada por la sección 3ª de esta misma Sala. El objeto del proceso era 
la exhibición en una Txozna de las fiestas de Bilbao, en el verano de 2008, de 
las fotografías del rostro de noventa y cinco presos acusados o condenados por 
delitos terroristas -a los que se denominaba “presos políticos vascos” y 
“represaliados vascos”- junto a información sobre la distancia a la que se 
encontraban y leyendas que decían “El pueblo vasco necesita libertad” y 
“Luchando por la amnistía, libertad”. La sentencia absolvió del delito de 
enaltecimiento por ausencia de dolo de ensalzar a los presos o a sus acciones 
delictivas, al entender que se pretendía reivindicar el acercamiento a las cárceles 
de Euskadi. La segunda es la sentencia 14/2010, de 2 marzo, de la sección 4ª de 
esta Sala, que también absolvió del delito de enaltecimiento a los acusados de 
organizar un acto de homenaje a una persona condenada por pertenencia y otros 
delitos ejecutados en nombre de la organización terrorista Eta, cuando había 
cumplido veinticinco años de pena de prisión, al entender que la intención de las 
conductas era la denuncia de las políticas penitenciarias. 
 
 En esa clave de crítica política debe entenderse la conducta aquí juzgada, 
atendiendo al ámbito de lo prohibido en el tipo penal de enaltecimiento o 
justificación de los crímenes terroristas y de sus autores y partícipes. Todo ello, 
al margen de la corrección de la decisión de las administraciones competentes de 
proceder a la limpieza de los espacios públicos de todos aquellos signos que 
pudieran ser percibidos como apoyo a la violencia o desprecio a las víctimas, 
que además señala la distinta esfera del ilícito administrativo y penal.  
 
 En todo caso, la empleada de la empresa que regentaba la taberna no tuvo 
relación alguna con la decisión de colocar las fotos en las paredes del local, ni 
siquiera con su mantenimiento, salvo que se trate de atribuirle la acción a partir 
de lo que la acusación pública entiende una negativa a retirar las imágenes de los 
presos. Tampoco está claro si al otro acusado, presidente de la sociedad titular 
del negocio, se le atribuye la colocación de las fotografías o solo su 
mantenimiento o no retirada. Ha de tenerse en cuenta que se trata de un delito de 
mera actividad, que no requiere de resultado; incluso, que no es el caso, en la 
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mayoría de los supuestos la fugacidad será la pauta de producción del hecho: 
cuando se enaltece a los criminales o se justifican sus acciones ante una 
concurrencia de personas. Como delito de acción -el código penal prohíbe la 
conducta de ensalzar hechos o autores o despreciar a las víctimas- no permite 
contemplar la omisión, menos la omisión impropia o comisión por omisión, 
porque el tipo no requiere de resultado (art. 11 Cp). 
 
 
 2.2.- Desobediencia grave.  
 
 
 Desobedecer es negarse a hacer lo que una autoridad legítimamente le 
ordena al sujeto.  
 
 El Sr. Burgos, una vez que conoció el requerimiento policial -por medio 
de la información que le facilitó la empleada-, descolgó las fotografías de las 
paredes del local. Algo que acometió de manera inmediata (no hay evidencia en 
contrario). Luego, procedió a reconocer la orden de los agentes de la autoridad y 
a cumplirla. La colocación de unas siluetas que imitaban sombras humanas 
carece de relevancia penal; la orden se ha cumplido, que es lo importante -el tipo 
protege el principio de autoridad en la medida que resulta necesario para el 
funcionamiento de un Estado democrático. Cosa distinta es la expresión de 
disenso o crítica de la orden recibida y cumplida. 
 
 La Sra. Goñi no se negó a cumplir la orden. Se limitó a indicar a los 
agentes que era una simple camarera en su puesto de trabajo, por lo tanto 
interfería en su relación el poder privado de su empleador. Y para demostrar que 
acataba la autoridad de los policías, les sugirió la alternativa de que ellos mismo 
descolgaran los retratos de los presos. Puede parecer extraña la actitud de los 
agentes policiales, que transmitieron el requerimiento a quien no tenía capacidad 
de decisión y, sin embargo, toleraron la situación, no procediendo a incautar los 
instrumentos de lo que entendían una conducta delictiva. Si hubieran recogido 
las fotos y retirado las pegatinas, posiblemente -así lo evidencia la práctica 
respecto a los otros bares- no se hubiera incoado un proceso penal.  
 
 Procede absolver a los acusados de ambos delitos por esas razones. 
 
 
 2.- Costas. 
 
 
 Se declaran de oficio las costas causadas (art. 240 LECrim). 
 
 
 Por lo expuesto, 
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IV.- FALLO: 
 
 
  1.- ABSOLVEMOS a Dª. Izaskun Goñi Juárez y a D. Daniel Burgos 
Monreal de los delitos de enaltecimiento del terrorismo y de desobediencia que 
les fueran imputados alternativamente por el Ministerio Fiscal y se declaran las 
costas de oficio. 
 
 Se levantan las medidas cautelares que se hubieran adoptado.  
 
 Notifíquese esta resolución a todas las partes y a los interesados, con 
instrucción de los derechos que les asisten a aquellos frente a la misma, en 
concreto de su derecho al recurso de casación ante el Tribunal Supremo, que se 
deberá preparar ante esta Sala en plazo de cinco días desde la última 
notificación. 
 
 

Sentencia que pronuncian y firman los Magistrados que formaron el 
Tribunal. De lo que doy fe. 
E/ 
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VOTO PARTICULAR. 

 

 
  Que formula el Ilmo. Sr. Magistrado D. Nicolás Poveda Peñas, respecto 

da la sentencia dictada en fecha 10 de Diciembre de 2.010 por la Sección Primera de 

la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, en el Rollo de Sala num. 006/2010, 

derivado del Procedimiento Abreviado 229/2009 del Juzgado Central de Instrucción 

num. 6 de la Audiencia Nacional. 

 

   Se discrepa del parecer de la mayoría expresado en la citada sentencia, 

aceptándose exclusivamente los antecedentes de hecho consignados en la misma, 

parecer discrepante que se concreta en los siguientes términos: 

 

  ANTECEDENTES DE HECHO. 

 

  Único.- Se aceptan los de la sentencia de la mayoría. 

 

HECHOS PROBADOS. 

  

 PRIMERO.-  Considero procedente se debía consignar como hechos 

probados los siguientes: ”Siguiendo instrucciones de la Fiscalía de la Audiencia 

Nacional, miembros del Cuerpo Nacional de Policía realizaron visita de inspección 

de diversas tabernas públicas de Pamplona, para ordenar la retirada de carteles y 

fotografías de personas relacionadas con la banda terrorista ETA, que se exhibían en 

las mismas en lugar preeminente a la vista del publico, exhibición realizada en su 

honor y en consideración a sus actos, personas que habían sido detenidos y/o 

condenados por acciones de colaboración o pertenencia a dicha banda o se 
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encontraban huidos de las acciones de la Justicia, encontrándose en ignorado 

paradero y siendo buscados por tal causa. 

  El día 3 de Agosto de 2009 conforme a las ordenes de la Fiscalía, dos 

agentes accedieron al interior de la taberna denominada Zurgai, ubicada en la Plaza 

de Pamplona, observando que en la pared del local tras la barra, se exhibían 

ordenadamente colocadas dieciséis fotografías de personas que se encontraban en 

prisión detenidos o condenados por su pertenencia o colaboración con la banda 

terrorista ETA o realizado actos de naturaleza terrorista o se encontraban huidos 

siendo perseguidos por la Justicia como autores de tales hechos. 

  Igualmente se pudo comprobar la presencia de carteles con fotografías 

de personas de idéntica significación delictiva pegados en la maquina expendedora 

de tabaco. 

  Los policías se dirigieron a la empleada Izaskun Goñi, que en ausencia 

del titular de la taberna era la única persona con responsabilidad en la misma 

ordenándole que procediera a retirar las fotografías, a lo que esta se negó a retirarlas, 

aduciendo ser una simple empleada y que se lo diría al titular. Los agentes se 

limitaron a levantar acta de lo sucedido negándose a firmarla la citada empleada. 

  Posteriormente el titular de la explotación como presidente de la 

asociación que regenta el mismo, quitó las fotografías, pero en su lugar colocó 

durante en determinado tiempo que no ha podido ser concretado unas siluetas en el 

lugar que ocupaban las fotografías para mantener el recuerdo de los que estaban 

fotografiados”. 

 

 

 

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS. 

 

   PRIMERO.- Discrepancia con la mayoría.-  
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   La cuestión objeto de debate y discrepancia respecto de la mayoría, 

obedece a dos hechos.  

   En primer lugar al diferente tratamiento que se considera por mi parte 

debe darse al concepto jurídico de enaltecimiento, habida cuenta que los hechos 

probados en lo coincidente evidencian la existencia de las fotografías; que las 

mismas se corresponden con personas colaboradoras o pertenecientes a ETA o 

autoras de hechos relacionados con los delitos de terrorismo, por lo que están en 

situación de detenido, preso o huido de la Justicia. 

   El contenido del artº 578 del Código Penal vigente, ha sido concretado 

en cuanto a dicho concepto entre otras en la STS de 3.3.10, que en su fundamento 

jurídico tercero recoge: 

  “Tercero.- Procede en primer lugar efectuar un estudio, en sede 
teórica, del delito de enaltecimiento del terrorismo previsto en el art. 578 C. penal, 
para posteriormente pasar a estudiar las concretas expresiones proferidas por la 
recurrente, cuya autoría no se discute. 

 El delito de enaltecimiento del terrorismo fue introducido en el C penal 
por L.O. 7/2000 de 24 de Diciembre de 2000.  

  En el mismo artículo, conviven dos figuras delictivas claramente 
diferenciadas: a) el enaltecimiento o justificación del terrorismo o sus autores y b) 
la realización de actos en desprecio, descrédito o humillación de las víctimas de 
delitos terroristas. Tal vez la diferente acción típica y elementos que vertebran una 
y otra, hubiera aconsejado la tipificación separada en artículos diferentes. Algún 
sector doctrinal manifiesta que se pretendía "emboscar" una criminalización 
discutible --el enaltecimiento/justificación-- con otra que no lo es --menosprecio o 
humillación de las víctimas-- y cuya justificación material es mucho más clara así 
como el merecimiento de pena, por lo que el cierre a la impunidad de estos actos en 
ofensa o menosprecio de las víctimas del terrorismo era una exigencia indiscutible. 

  Más evanescente y vaporoso se presenta el tipo penal de 
enaltecimiento/justificación. 

 De entrada hay que recordar, con la doctrina de esta Sala --SSTS 
149/2007 de 26 de Febrero, 585/2007 de 26 de Junio ó 539/2008de 23 de 
Septiembre que los elementos que vertebran este delito son los siguientes:  
  

 1º La existencia de unas acciones o palabras por las que se enaltece o 
justifica. Enaltecer equivale a ensalzar o hacer elogios, alabar las cualidades o 
méritos de alguien o de algo. Justificar quiere aquí decir que se hace aparecer 
como acciones lícitas y legítimas aquello que solo es un comportamiento criminal.
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 2º El objeto de tal ensalzamiento o justificación puede ser alguno de 
estos dos:    

 a) Cualquiera de las conductas definidas como delitos de terrorismo de 
los arts. 571 a 577.    

 b) Cualquiera de las personas que hayan participado en la ejecución de 
tales comportamientos. Interesa decir aquí que no es necesario identificar a una o a 
varias de tales personas. Puede cometerse también ensalzando a un colectivo de 
autores o copartícipes en esta clase de actos delictivos. 

  3º Tal acción de enaltecer o justificar ha de realizarse por cualquier 
medio de expresión pública o difusión, como puede ser un periódico o un acto 
público con numerosa concurrencia. 

  Características del delito son el tratarse de un comportamiento activo, 
que excluye la comisión por omisión, tanto propia como impropia, siendo un delito 
de mera actividad y carente de resultado material, y de naturaleza esencialmente 
dolosa o intencional.    

      
 Por referencia al delito de apología del art. 18, parece opinión más 

autorizada la que considera que la figura del art. 578 tiene una substantividad 
propia, distinta y diferente de la apología strictu sensu del art 18 C. penal.  

  La apología del art. 18, de acuerdo con el propio tenor del tipo, exige 
una invitación directa a cometer un delito concreto, y solo entonces será punible, y 
lo mismo puede predicarse del art. 579 C. penal que se refiere a la provocación, 
conspiración y proposición.  

  Por el contrario, el enaltecimiento/justificación del art. 578 constituye 
una forma autónoma de apología caracterizada por su carácter genérico y sin 
integrar una provocación ni directa ni indirecta a la comisión de un delito. La 
barrera de protección se adelanta, exigiéndose solamente la mera 
alabanza/justificación genérica, bien de los actos terroristas o de quienes los 
efectuaron. 

  En apoyo de esta teoría de la sustantividad de esta específica apología 
"in genere", operaría el argumento de que su respuesta punitiva es también 
autónoma e independiente--prisión de uno o dos años--, frente a las apologías 
"clásicas" de los arts. 18 y 579 en las que la pena lo es por referencia a la que 
corresponda al delito a cuya ejecución se incita --pena inferior en uno o dos 
grados--. 

 La propia Exposición de Motivos de la Ley apunta en esta dirección 
cuando se dice que"....las acciones que aquí se penalizan, con independencia de lo 
dispuesto en el art. 18 del C. penal....". 

 Finalmente, en cuanto a la naturaleza de esta apología genérica, 
laudatoria y sin incitación, de acuerdo con la doctrina de esta Sala mantenida en 
los autos de 23 de Mayo de 2002 y 14 de Junio de 2002 --Causa Especial, Recurso 
29/2002—no es un delito de terrorismo dado que la actividad típica está constituida 
por la mera expresión laudatoria de actos terroristas o de sus autores, sin 
incitación a la comisión directa ni indirecta. De suerte que como ya advirtió la STC 
199/1987 de 16 de Diciembre del Pleno del Tribunal Constitucional que resolvió 
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los recursos de inconstitucionalidad contra la L.O. 9/1984 sobre bandas armadas y 
elementos terroristas.    

 "....La manifestación pública, en términos de elogio o de exaltación, de 
un apoyo o solidaridad moral o ideológica con determinadas acciones delictivas, 
no puede ser confundida con tales actividades....".    

 Por ello, el argumento de que esta apología, también llamada apología 
menor, se encuentra sistemáticamente dentro de los delitos de terrorismo, carece de 
virtualidad y relevancia para en base al argumento sistemático, así estimarlo. Una 
cosa es el delito de terrorismo y otra es la apología del terrorismo, de igual suerte 
que no puede confundirse el delito de genocidio del art. 607 C. penal con la 
apología del genocidio que se encuentra en el nº 2 del artículo 607, y, también con 
una pena autónoma. 

  En el art. II del Convenio sobre Genocidio de 9 de Diciembre de 1948--
en vigor en España desde el 13 de Diciembre de 1968-- se fijan los actos típicos de 
Genocidio en el art. II, que viene a coincidir con el art. 607-1º C. penal 

  Cuestión distinta es que también se sancione en el art. III del Convenio 
la instigación directa y pública a cometer genocidio, que encuentra su reflejo en el 
art. 607-2º, y hay que recordar que aquí se trata de apología strictu sensu: 
instigación directa. 

 En todo caso, una vez deslindada esta figura de la apología autónoma, 
sin incitación a la comisión de delito concreto, habrá de concretarse cual sea bien 
jurídico protegido por este delito. La propia Exposición de Motivos de la Ley 
7/2000, nos da una pista negativa de lo que no es exaltación, y otra pista positiva 
de lo que se pretende proteger con la nueva tipificación.    

 "....No se trata, con toda evidencia, de prohibir el elogio o la defensa de 
ideas o doctrinas, por más que estas se aleguen o incluso pongan en cuestión el 
marco constitucional....". "....Se trata de algo tan sencillo como perseguir la 
exaltación de métodos terroristas....".    

 "....Actos todos ellos que producen perplejidad e indignación en la 
sociedad y que merecen un claro reproche penal....". 

 Ciertamente el tipo penal de la exaltación/justificación en la doble 
modalidad del crimen o de sus autores, en la medida que constituye una figura que 
desborda la apología clásica del art. 18, puede adentrarse en la zona delicada de la 
sanción de opiniones, por deleznables que puedan ser consideradas, y, lo que es 
más delicado, pueden entrar en conflicto con derechos de rango constitucional 
como son los derechos de libertad ideológica y de opinión, reconocidos, 
respectivamente en los arts. 16º y 20-1ºa) de la Constitución. 

 Es por ello que reconociendo la tensión que existe entre este delito y el 
derecho a la libre expresión de ideas y libertad ideológica, (como expresamente se 
reconoce en la sentencia de esta Sala 585/2007 de 20 de Junio), la labor judicial, 
como actividad individualizada que es en un riguroso análisis, caso por caso, habrá 
de examinar tanto las concretas frases o expresiones producidas así como la 
ocasión y el escenario en el que fueron pronunciadas y, en fin, todas las 
circunstancias concurrentes, para determinar si está dentro del ámbito del tipo 
penal o extramuros de él, sin olvidar que el principio favo rlibertatis debe jugar, 
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necesariamente en los casos de duda, ante la naturaleza constitucional de los 
derechos de libertad de expresión e ideológica que podrían quedar afectados por el 
tipo penal, derechos que constituyen una de las más acusadas señas de identidad de 
la Sociedad Democrática.    

 Estas cautelas no pueden ser rebajadas ni debilitadas y por ello, la 
reciente Decisión Marco 2008/919/JAI del Consejo de 28 de Noviembre, por la que 
se modifica la anterior Decisión Marco 2002/475/JAI sobre la lucha contra el 
terrorismo, en relación a delitos ligados a actividades terroristas, en su art. 2º 
estima por tales delitos, entre otros, la provocación a la comisión de un delito de 
terrorismo, la captación de terroristas y el adiestramiento de terroristas, figuras 
que aparecen definidas en el art. 1, siendo relevante retener la prevención que 
aparece en el Considerando 14de dicha Decisión Marco en la que textualmente se 
dice: 

  "....La expresión pública de opiniones radicales polémicas o 
controvertidas sobre cuestiones sensibles, incluido el terrorismo, queda fuera del 
ámbito de la presente Decisión Marco y en especial, de la definición de 
provocación a la comisión de delitos de terrorismo....". 

 Todo ello nos lleva a la conclusión de que el delito de 
exaltación/justificación del terrorismo o sus autores se sitúa extramuros del delito 
de la apología clásica del art. 18Cpenal, pero sin invadir ni cercenar el derecho de 
libertad de expresión. Zona intermedia que, como ya hemos dicho, debe concretarse 
cuidadosamente caso a caso. Solo así se puede sostener la constitucionalidad del 
delito de exaltación, razón por la cual, la Sala no estima necesario por no tener 
duda de la constitucionalidad del tipo penal en el concreto ámbito así delimitado.
  

  ¿Cuál es esa zona intermedia?    
 De acuerdo con esta concreta previsión contenida en la Exposición de 

Motivos, antes citada, el bien jurídico protegido estaría en la interdicción de lo que 
el TEDH --SSTEDH de 8 de Julio de 1999, Sürek vs Turquía, 4 de Diciembre de 
2003, Müslüm vs Turquía-- y también nuestro Tribunal Constitucional --STC 
235/2007 de 7 de Noviembre-- califica como el discurso del odio, es decir la 
alabanza o justificación de acciones terroristas que no cabe incluirlo dentro de la 
cobertura otorgada por el derecho a la libertad de exposición o ideológica en la 
medida que el terrorismo constituye la más grave vulneración de los Derechos 
Humanos de aquella Comunidad que lo sufre, porque el discurso del terrorismo se 
basa en el exterminio del distinto, en la intolerancia más absoluta, en la pérdida del 
pluralismo político y en definitiva en la aterrorización colectiva como medio de 
conseguir esas finalidades.    

 Es claramente un plus cualitativamente distinto del derecho a expresar 
opiniones arriesgadas que inquieten o choquen a sectores de una población, porque 
la Constitución también protege a quienes la niegan--STC 176/1995--, y ello es así 
porque nuestra Constitución no impone un modelo de "democracia militante".No se 
exige ni el respeto ni la adhesión al ordenamiento jurídico ni a la Constitución. 
Nada que ver con esta situación es la alabanza de los actos terroristas o la 
apología de los verdugos”.    
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   El contenido de dicha doctrina, perfectamente claro y diáfano, se 

interpreta por la mayoría de una forma que a mi modo de ver no es correcta, ya que 

se presenta la existencia de las fotografías como un detalle de cercanía hacia los 

fotografiados carente de relevancia jurídica cuando dice la sentencia de la mayoría 

“…los familiares y vecinos les manifestaban su proximidad, incluso eran solidarios 

con su situación…”.  

   No se tiene en cuenta y por tanto se obvia la consideración de que se 

trata de personas que son autores de actos terroristas, en prisión o condenados por 

ello o en su caso huidos por tal causa, a los que se les confiere por los autores una 

valoración social preeminente, ejemplo de consideración como para figurar en la 

pared mas importante de la taberna, la más vista, ya  que esta detrás de la barra. 

   No puede ser enmarcada la existencia de tales fotografías en los 

términos que hace la mayoría, en cuanto a la razón de parentesco o vecindad, ya que 

nada quedó demostrado en tal sentido en el acto del juicio, ni en cuanto al parentesco 

ni en cuanto a la vecindad.  

   La taberna en la que se exhibían, es de la titularidad de la asociación 

Zurgai de la que es representante el acusado Daniel Burgos Monreal del que no 

consta sean parientes los fotografiados, y de la que no consta sean socios ninguno de 

los fotografiados, ni consta que sean parientes de los socios de la entidad, y ni 

siquiera consta que sean vecinos del barrio de Chantrea de Pamplona. 

   El testigo único de la defensa que depuso en el plenario, se limitó no a 

declarar sobre los hechos sino a justificar la presencia de las fotos, que “son de 

presos políticos”, y sirven para “denunciar la vulneración de derechos”, testimonio 

mas propio de un mitin de naturaleza política que de un alegato sobre hechos, ya que 

al final reconoce que “el no estuvo” cuando se colocaron las fotos. 

  Tampoco puede enmarcarse la existencia de las fotografías en la 

libertad de ideología u opinión, a la que se refiere explícitamente la sentencia 

mentada, recogiendo doctrina contenida entre otras en la STS de 23.09.08, que 

culmina diciendo: 
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  ..4º Finalmente debe quedar clara la distinción entre motivación 
ideológica y ejecución delictiva. El voto particular hace referencia a disidencia 
política, cuando cualesquiera que sean los fines políticos que pueda perseguir una 
organización como ETA, todos ellos se descalifican por sí mismos, dados los medios 
o métodos empleados y nunca puede hablarse de opción política o actitud política, 
sino simplemente terrorista, ya que tal organización no es sino una "banda 
terrorista".” 

 
    Es significativo el alegato de la defensa y que recoge en definitiva la 

sentencia de la mayoría, en el sentido de que las fotografías estaban expuestas con la 

finalidad de que les escribieran aquellos que se solidarizaban con su acción, 

protestando contra la política de dispersión de presos de la banda terrorista.  

    Más la realidad es que no existen colocadas solo las fotografías 

personas en prisión, sino también huidos, a los que no se sabe muy bien, tal como 

puso de manifiesto el Ministerio Fiscal, como se les podría escribir para 

“solidarizarse con ellos”, razón que desmonta de forma efectiva el planteamiento de 

la defensa y que como decimos recoge la sentencia de la mayoría. 

   Cabe indicar además el hecho de que se trata de un delito de mera 

actividad, por lo que el hecho de que las fotos estuvieran allí colocadas antes de que 

llegara la policía no deja de ser una circunstancia sin relevancia alguna, ya que eso 

es generadora de su actuación en conjunción con la orden recibida de la Fiscalia.  

   Pretender, como se dice por la mayoría, que ha existido una situación de 

tolerancia, no puede sostenerse según mi criterio, ni en cuanto a tal situación, ni en 

cuanto a los efectos que se pretenden por la misma, por los que en definitiva se 

pretende justificar la existencia de las fotos, ya que del mismo modo una persona 

que ha cometido un homicidio y es descubierta no puede alegar como justificación 

exculpatoria que antes había cometido otros homicidios que no habían sido 

descubiertos, y que por tanto su conducta era tolerada. 

   Tampoco el hecho de que los policías no quitaran por su cuenta las 

fotografías, hecho que cabe considerar, de consecuencias imprevisibles en el interior 

de una taberna abertzale para los dos miembros de la policia, en pura lógica derivada 

de la experiencia publica de otras situaciones similares, 
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   Nos encontramos pues, según  mi criterio, ante un hecho objetivo de 

ensalzamiento de los autores de hechos delictivos gravísimos como son los 

relacionados con la banda terrorista ETA, a los que se homenajea y honra poniendo 

su fotografía en el lugar preferente de la taberna. 

   No solo homenaje y honra, sino muestra de ejemplo para quienes las 

visualicen, y afrenta a las victimas de los hechos cometidos por los fotografiados. 

   Del mismo modo que se estima legitimo y procedente en Justicia, como 

no puede ser de otro modo, actuar frente a los autores de la negación del Holocausto 

o a la presencia de simbología o fotos de jefes del nazismo, se considera procedente 

la aplicación del tipo penal por el que se acusa a los autores.  

   Pero además, como muestra de la intencionalidad de los autores, cuando 

finalmente se quitan las fotografías estas se sustituyen por unas siluetas en negro que 

en el mismo lugar recuerdan las anteriores, intencionalidad de ensalzamiento de sus 

figuras,  quedando como ilógica y carente de sentido, la manifestación del envío de 

cartas. 

   Por tanto considero que concurren los elementos integradores del tipo 

penal de enaltecimiento que contempla el artº 578 del Código Penal, por lo que debía 

haber sido condenado el acusado Burgos Monreal en los términos interesados por el 

Ministerio Fiscal, al ser la pena acorde con la relevancia del hecho y la penalidad 

prevista en el citado tipo. 

  

   En segundo lugar, cabe considerar la conducta de la acusada Goñi 

Juarez como integradora del tipo penal de la desobediencia grave, ya que habiendo 

recibido una orden de la autoridad, que como tal se presenta ante la misma, no 

atiende su requerimiento. 

   La sentencia de mayoría aduce al hecho de que la citada acusada solo 

era empleada de la taberna –camarera-, más la realidad es que como ella misma 

reconoció era la única persona que había en el establecimiento y que pertenecía al 

staff del mismo, por lo que era la adecuada y correcta destinataria de la orden. 
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   Del mismo modo que dicha acusada impediría a una persona servirse 

personalmente una copa de vino o cualquier otra consumición, o evitaría el irse a una 

persona sin pagar, también esta capacitada para recibir la orden policial en los 

términos que se le hizo, y del mismo modo que esta capacitada para recoger unos 

elementos de la taberna, -mesas, sillas, otros enseres-, esta capacitada para recoger 

las fotografías. 

  Alegar una vez mas la situación de tolerancia, o el hecho de que la 

policía no quitara las fotos, situadas por cierto en la pared, detrás de la barra a 

bastante altura como se aprecia en las fotografías unidas al atestado, ya ha sido 

comentado anteriormente. 

   Además, es de señalarse que precisamente son las fotografías aportadas 

por la defensa, lo que vienen  en establecer el acceso dificultoso a las fotografías, ya 

que tras la barra, y el espacio preciso para quienes la atienden existe otro espacio 

destinado a muestrario de botellas y cafetera, y por encima de estas en filas de dos 

alturas se ubicaban las fotografías. 

   La lógica necesidad de algún medio mecánico para descolgar las 

mismas, y el desplazamiento de tal medio, conllevaría un transcurso de tiempo 

problemático en os términos antes dichos.  

   Según mi criterio, discrepando de la mayora, estimo que la acusada 

Goñi Suarez, incurrió en la conducta que contempla el tipo penal de la desobediencia 

del artº 556 del Código Penal por el que debió ser condenada en los  términos 

interesados por el Ministerio Fiscal. 

  Y para que conste firmo el presente en Madrid, a dieciséis de diciembre 

de dos mil diez. 

 


